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Génesis: antecedentes y creación
del órgano de jurisdicción constitucional

En la Constitución Política de 1949 se otorgó a la Corte Suprema de Jus-
ticia la competencia para resolver las acciones de inconstitucionalidad
contra las leyes y los decretos del Poder Ejecutivo, así como la resolu-
ción de los habeas corpus. Asimismo, se creó el recurso de amparo, sin
atribuirle su conocimiento a ningún órgano específico. En 1950 se dic-
tó la Ley de Amparo, la cual confirió a los tribunales penales la compe-
tencia para resolverlos en primera instancia y a las antiguas Salas Pe-
nales su resolución en alzada. La impugnación mediante el recurso de
amparo contra los actos y omisiones del Presidente de la República y
de los Ministros quedó sujeta a la competencia de la Corte Suprema de
Justicia. Posteriormente, por una reforma a la Ley de Tribunales, dicha
atribución pasó a la Sala Primera de Casación de la Corte Suprema de
Justicia.

Estatuto orgánico de la jurisdicción constitucional

1 NORMAS REGULADORAS DEL CONTROL
DE CONSTITUCIONALIDAD

En mayo de 1989 se reformaron los artículos 10 y 48 de la Constitu-
ción, con el fin de crear un órgano especializado en materia de juris-
dicción constitucional, dentro de la órbita del Poder Judicial. De esa
forma se crea la Sala Constitucional, conocida popularmente como la
"Sala Cuarta".

El 18 de octubre de 1989 se promulgó la ley número 7135, "Ley de la
Jurisdicción constitucional" (en adelante LJC ), que es el texto vigente
y el que desarrolla la materia en detalle.
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2 MODALIDAD DEL CONTROL DE CONSTITUCIONAUDAD
VIGENTE: CONTROL DIFUSO Y CONTROL CONCENTRADO

Nuestra legislación consagra un sistema concentrado de jurisdicción cons-
titucional, al atribuirle el conocimiento de la materia a una Sala Consti-
tucional especializada dentro del ámbito de la Corte Suprema de Justicia.

La Ley Orgánica del Poder Judicial, según una reforma reciente, establece
el poder-deber de todos los órganos jurisdiccionales de desaplicar las nor-
mas y actos que consideren contrarios a la Constitución, con lo cual pa-
reciera instaurarse, de forma paralela, un control de tipo difuso.

En la praxis judicial, sin embargo, existe una encendida polémica acer-
ca de cuál es el verdadero sentido de la norma legal en examen.

Para un grupo importante de jueces -incluidos algunos Magistrados de
la Sala Constitucional- dicha norma sólo le confiere a los jueces la po-
testad de suspender el asunto sometido a su jurisdicción y someter obli-
gatoriamente la duda de inconstitucionalidad ante la Sala Cuarta, me-
diante el procedimiento de la consulta judicial de constitucionalidad.
Esta solución, en principio, pareciera más congruente con el sistema
instaurado por el constituyente, además de ser compatible con las nor-
mas constitucionales que regulan dicha jurisdicción.

Para otro grupo de jueces -incluidos también varios jueces constitucio-
nales- esta norma obliga a los jueces a desaplicar las normas o actos que
consideren inconstitucionales, con lo cual se ha consagrado, de forma
paralela al vigente, un sistema difuso de jurisdicción constitucional, al
menos en lo relativo al control de constitucionalidad.

Esta tesis encuentra apoyo literal en el texto de la norma interpretada,
pero presenta el inconveniente de que es evidentemente inconstitu-
cional, pues los artículos 10 y 48 de la Constitución consagran un au-
téntico sistema concentrado en materia de jurisdicción constitucional.

3 COMPOSICIÓN DEL ÓRGANO DE CONTROL
DE CONSTITUCIONALIDAD

La Sala Constitucional está integrada por siete Magistrados, elegidos
por períodos de ocho años reelegióles, con el voto de al menos dos ter-
cios del total de los miembros de la Asamblea Legislativa.

La Sala Constitucional resuelve en única instancia y contra sus resolu-
ciones sólo caben los recursos de adición y aclaración. Sin embargo, en
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la praxis, la Sala en uso de auténticos poderes pretorianos revoca y anu-
la, con cierta frecuencia, sus propias resoluciones.

4 ORGANIZACIÓN INTERNA DEL ÓRGANO DE CONTROL
DE CONSTITUCIONAUDAD

La Sala es dirigida por un Presidente nombrado por la Corte Suprema
de Justicia por un período de cuatro años, renovables. La Sala actúa só-
lo como pleno, aunque los Magistrados, en forma individual, son titu-
lares de ciertas competencias, tales como las de dictar autos previnien-
do a los recurrentes cumplir con ciertos requisitos de admisibilidad, etc.
Los Magistrados tienen competencia también para darle trámite a los
recursos de habeas corpus y de amparo; para rechazarlos de plano, sin
embargo, deben someter el asunto al pleno. Asimismo, son competen-
tes para dictar medidas cautelares para proteger la integridad física o los
intereses de los recurrentes en los recursos de habeas corpus y amparo.

Cada Magistrado cuenta con el apoyo de dos letrados, que son profe-
sionales en Derecho, que lo ayudan en la tramitación de los procesos a
su cargo. Además, cada oficina de Magistrado cuenta con el necesario
apoyo logístico para realizar sus funciones.

5 SEDE DEL ÓRGANO
DE LA JURISDICCIÓN CONSTITUCIONAL

La Sala Constitucional tiene su sede en San José, en el edificio de la Cor-
te Suprema de Justicia, Calle 19, Avenidas 6 y 8. Fax 00506 / 257-
1307, Apartado Postal 5-1003, San José, Costa Rica.

Funciones de la jurisdicción constitucional

1 CONTROL DE CONSTITUCIONAUDAD
DE NORMAS

1.1. Tipo de normas susceptibles de ser sometidas
a control de constitucionalidad

El objeto del control, en la legislación costarricense, es posiblemente el
más amplio y complejo en el Derecho Comparado, pues prácticamen-
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te todas las normas y actos sujetos al Derecho Público son fiscalizabas
por la vía del control de constitucionalidad, con excepción de los actos
jurisdiccionales del Poder Judicial y los que dicte el Tribunal Supremo
de Elecciones en materia electoral.

1.1.a. La leyes de reforma constitucional

El artículo 195 de la Constitución Política consagra el procedimiento de
reforma parcial a ella misma. Tal procedimiento se encuentra comple-
mentado por lo dispuesto en el Reglamento Interno de la Asamblea.

Cuando la ley de reforma constitucional vulnere alguno de los requisi-
tos procesales regulados por aquella normativa incurre en un vicio de
inconstitucionalidad, de conformidad con lo estipulado en el artículo
73 inciso ch. LJC, lo cual es fiscalizable por medio del control de cons-
titucionalidad tanto a priori ( consulta constitucional legislativa) como
a posteriori ( acción de inconstitucionalidad ).

El control sólo se ejercita sobre el ¡ter legislativo, no sobre el contenido
material de la reforma.

1.1.b. El Reglamento Interno de la Asamblea Legislativa

El artículo 73 inciso a. LJC prevé la posibilidad de que el Reglamento In-
terno de la Asamblea sea objeto del control de constitucionalidad, cuan-
do por acción u omisión viole una norma o principio constitucional.

1.1.c. Los tratados internacionales

De conformidad con el artículo 7 de la Constitución, los tratados tienen
rango superior a las leyes, pero están sujetos normativamente a aquella.

Dentro de esta óptica, el artículo 73 inciso a. LJC establece que la ac-
ción de inconstitucionalidad procede, respecto de los tratados, cuando
en su suscripción, aprobación o ratificación, o en su contenido o efec-
tos, se haya infringido una norma o principio constitucional o, en su
caso, del Reglamento Interno de la Asamblea Legislativa.

En esta hipótesis, la declaratoria se hace solamente para los efectos que
se interpreten y apliquen en armonía con la Constitución, o, si su con-
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tradicción con ella resultare insalvable, se ordene su desaplicación, con
efectos generales y se proceda a su denuncia.

I.l.ch. Las leyes

En el ordenamiento jurídico costarricense, leyes son los actos aproba-
dos por la Asamblea Legislativa en dos debates y que requieren de la
sanción del Poder Ejecutivo para su validez, salvo que se trate de un ca-
so de resello a un veto presidencial oportunamente interpuesto.

Las leyes son objeto del control tanto por vicios materiales como formales,
es decir, por violaciones ya sea de la Constitución o del Reglamento In-
terno de la Asamblea Legislativa durante el iter parlamentario.

1.1.d. Los actos con valor de ley

Actos con valor de ley, son los dictados por sujetos diferentes de la
Asamblea Legislativa, no obstante lo cual adquieren el rango normati-
vo de aquella.

En Costa Rica existen las siguientes clases de actos con valor de ley: L-
decretos de facto ¡L- decretos de urgencia y iii.- convenciones colecti-
vas de trabajo.

Los decretos de facto son los pocos que aún subsisten y que fueron
dictados por la Junta Fundadora de la II República entre I948 y I949, es
decir, los actos dictados por un gobierno de facto.

Los decretos de urgencia son los que dicta el Poder Ejecutivo, mientras las
garantías constitucionales estén suspendidas y la Asamblea Legislativa se
encuentre en receso, para hacerle frente a una situación de emergencia.

Finalmente, las convenciones colectivas que se celebren entre patronos
y trabajadores tienen rango de ley, por mandato expreso del artículo
62 de la Constitución.

1.1. e. Los actos legisla tivos

De conformidad con el artículo 124 de la Constitución, los actos legis-
lativos son los acuerdos aprobados por la Asamblea Legislativa en un so-
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lo debate, que no requieren sanción ejecutiva y que se publican en La
Gaceta para entrar en vigencia. Tales actos están sujetos al contralor de
constitucionalidad, tanto por vicios materiales como formales.

7.7. f. Las disposiciones generales emanadas de sujetos privados

El artículo 73 inciso a. de la UC autoriza el ejercicio del control de cons-
titucionalidad sobre las disposiciones generales originadas en actos de
sujetos privados, tales como los Estatutos de Asociaciones, sindicatos,
cooperativas, sociedades mercantiles; Reglamentos que emiten los con-
cesionarios de servicios públicos, etc.

1.1.g. La inconstitucional/dad por omisión

La inconstitucionalidad por omisión es una de las instituciones más contro-
vertidas en el ámbito del Derecho Procesal Constitucional, pues abre el por-
tillo para que los tribunales constitucionales dicten sentencias normativas.

La inconstitucionalidad por omisión es aquella provocada por la inacti-
vidad del órgano legislativo, pese a la existencia de un mandato legis-
lativo expreso.

El artículo 73 inciso a. de la UC autoriza la acción de inconstitucionali-
dad contra omisiones, es decir, cuando la violación constitucional es pro-
vocada por la inactividad del legislador. Normalmente, tales inconstitu-
cionalidades se producen por violación del principio de igualdad, ya que
sólo a una cierta categoría de sujetos se les otorga determinadas ventajas,
en tanto que se guarda silencio en relación con otros que se encuentran
en la misma situación de hecho. Este instituto se aplica también en re-
lación con el principio de irretroactividad de la ley, especialmente cuan-
do una nueva normativa omite regular, por vía de disposiciones transi-
torias, los derechos adquiridos al amparo de la legislación anterior.

1.2. Tipos de procedimientos. A. control abstracto
y control concreto. B. Control previo y control a posteriori

7.2.a. Control concreto y control abstracto

Nuestra legislación sigue, en línea de principio, la vía incidental, típica
del sistema norteamericano, en el que se requiere de un caso judicial pre-
vio para plantear, dentro de él, una acción de inconstitucionalidad. Núes-
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tra legislación, sin embargo, extiende la legitimación a la vía adminis-
trativa, en los procedimientos tendentes a su agotamiento. Debe indi-
carse que no basta con la simple existencia del juicio o del procedi-
miento administrativo, en su caso, sino que se requiere, además, que
el acto, la norma o la omisión impugnados, sean relevantes en la reso-
lución del caso concreto.

En otros términos, la acción debe ser un medio razonable para tutelar
un derecho o un interés jurídicamente relevante dentro del proceso ju-
dicial o procedimiento administrativo respectivo.

Nuestra legislación autoriza también la vía de acción en materia de in-
constitucionalidad, al legitimar directamente al Contralor General de la
República, al Procurador General de la República y al Defensor de los
Habitantes, para incoar acciones de inconstitucionalidad.

1.2.b. Control a priori y control a posterior!

Nuestra legislación arbitra dos tipos de procesos para ejercer el control
de constitucionalidad a priori: el veto por razones de inconstitucionali-
dad y la consulta legislativa de constitucionalidad.

El primero de ellos se presenta cada vez que el Poder Ejecutivo veta
un proyecto de ley por motivos de inconstitucionalidad y las razones
invocadas en su memorial no son aceptadas por la Asamblea Legisla-
tiva. En tal hipótesis, el diferendo constitucional se eleva ante la Sala
Cuarta, la cual deberá resolverlo en forma definitiva dentro del mes
siguiente. Si las disposiciones impugnadas son inconstitucionales, se
desechan del proyecto y se tiene por aprobado sin ellas; por el con-
trario, si la Sala no las considera inconstitucionales, devuelve el pro-
yecto a la Asamblea Legislativa para que continúe con el normal trá-
mite parlamentario.

La consulta legislativa de constitucionalidad es un control a priori que
tiene dos modalidades: una obligatoria y otra facultativa. Deben so-
meterse a la consulta preceptiva los tratados y convenios internaciona-
les, las reformas constitucionales y las reformas a la Ley de la Jurisdic-
ción Constitucional. Los demás proyectos de ley, así como las reformas
al Reglamento Interno de la Asamblea, se pueden someter a consulta
en forma optativa. El parecer de la Sala es vinculante sólo en cuanto
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establezca que existen vicios procedimentales en el proyecto consulta-
do que son contrarios al parámetro de constitucionalidad.

Los controles de constitucionalidad a posteriori se ejercitan por dos pro-
cesos diferentes: la acción de inconstitucionalidad y la consulta judicial
de constitucionalidad.

La acción se puede plantear ya sea dentro de un juicio o un procedimiento
administrativo tendente al agotamiento de la vía administrativa que se
encuentre pendiente de resolución, o bien forma directa por medio de
la vía de acción, en los casos previstos en el artículo 75 LJC y que ana-
lizaremos en el próximo acápite.

La consulta judicial de constitucionalidad está atribuida indiscrimina-
damente a todos los jueces, cuando consideren que una norma o acto
que deben aplicar en la resolución de un caso sometido a su jurisdicción
es contrario al bloque de constitucionalidad. En tal hipótesis, deben
suspender el juicio respectivo y elevar la consulta a la Sala, cuya reso-
lución es vinculante, sin perjuicio de que las mismas normas o actos so-
metidos a consulta, puedan ser impugnados por cualquiera de los otros
procesos existentes para controlar la constitucionalidad de las leyes.

1.3. Legitimados para activar el control de constitucionalidad

La legitimación para activar el control corresponde, en principio, a las
partes en un juicio o procedimiento administrativo tendente al agota-
miento de la vía administrativa, en el que consideren que una norma o
acto que deben aplicarse en su resolución o tramitación es contrario al
bloque de constitucionalidad. La norma o el acto impugnados deben ser
relevantes, en el sentido de que tengan importancia decisiva en la tra-
mitación o resolución del caso.

También están legitimados, por vía de acción, sea sin necesidad de jui-
cio previo, la Contraloría General de la República, la Procuraduría Ge-
neral de la República y el Defensor de los Habitantes, en materias pro-
pias de su competencia.

También los jueces pueden activar el control por medio de la consulta
judicial de constitucionalidad y la Asamblea Legislativa a través de la
consulta legislativa de constitucionalidad. En todos los casos la consul-
ta la formula el Directorio legislativo; en el caso de las consultas vincu-
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lantes debe hacerlo de oficio, en tanto que cuando se trate de consul-
tas optativas, sólo puede hacerlo a petición de no menos de diez di-
putados. En el caso del veto por razones de inconstitucionalidad, el con-
trol lo activa la Asamblea Legislativa al negarse a aceptar las objeciones
constitucionales planteadas por el Poder Ejecutivo.

Por otra parte, el segundo párrafo del artículo 75 de la UC autoriza la
legitimación directa a los particulares en tres hipótesis, cuando dispo-
ne que no se requiere juicio ni procedimiento administrativo previos,
primero cuando "por la naturaleza del asunto no exista lesión indivi-
dual directa" ; segundo, cuando se trate de " la defensa de intereses
difusos" y, tercero, se trate de la defensa de intereses "que atañen a
la colectividad en su conjunto".

Las dos últimas hipótesis han dado lugar a una profusa jurisprudencia
de la Sala Constitucional, la cual, sin embargo, no ha podido precisar
todavía, de manera satisfactoria, la diferencia entre "intereses difusos"
e "intereses que atañen a la colectividad en su conjunto".

Digamos, para aclarar, que los intereses difusos son los que correspon-
den a sectores de la colectividad, siempre que el actor pertenezca a
ellos aunque los mismos no estén jurídicamente organizados y carezcan,
en consecuencia, de personalidad jurídica. Verbigracia, asociaciones de
hecho o grupos que defienden intereses generales o comunales, como
los Comités de Lucha, etc.

Los intereses que atañen a la colectividad en su conjunto se refieren, en
cambio, a los que interesan a determinadas colectividades, como los
comerciantes, los obreros, etc, por lo que deben diferenciarse neta-
mente de los intereses generales, es decir, de aquellos que atañen a to-
da la colectividad. Con ello se evita que por esta vía se autorice una au-
téntica acción popular, como existe en otras legislaciones.

Finalmente, la impugnación contra las leyes autoaplicativas, en el fon-
do, se convierte en una especie de legitimación directa, lo mismo que
cuando se impugna una norma concomitantemente con sus actos de
aplicación, pues en tales hipótesis la Sala debe otorgarle un plazo de quin-
ce días al recurrente para que transforme el recurso de amparo en una
acción de inconstitucionalidad.
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1.4. Rasgos generales del procedimiento

Los procedimientos varían de acuerdo al tipo de proceso seguido

En las consultas legislativas de constitucionalidad, el Directorio Legisla-
tivo plantea la consulta directamente ante la Sala. Si se trata de una
optativa, la consulta debe formularse en memorial razonado, con expresión
de los aspectos cuestionados del proyecto, así como de los motivos por
los cuales se tuvieron dudas u objeciones sobre su constitucionalidad.

La Sala debe evacuar la consulta dentro del mes siguiente a su recibo
y, al hacerlo, dictamina sobre los aspectos y motivos consultados o so-
bre cualesquiera otros que considere relevantes desde el punto de vis-
ta constitucional.

En los vetos por razones de inconstitucionalidad, una vez recibido el ex-
pediente por parte de la Asamblea, la Sala dispone de un mes para re-
solver el conflicto.

En cuanto a las consultas judiciales de constitucionalidad, la consulta
se formula mediante resolución en la que se indican las normas, actos,
conductas u omisiones cuestionadas, y los motivos de duda del tribu-
nal sobre su validez o interpretación constitucionales. Se emplaza a las
partes para dentro de tercero día y se suspende la tramitación del pro-
ceso o recurso hasta tanto la Sala Constitucional no haya evacuado la
consulta. Al enviar la consulta, se acompaña el expediente o las piezas
pertinentes.

De la consulta se confiere audiencia a la Procuraduría General de la Re-
pública, si no fuere parte en el proceso o recurso principal. Las partes,
en este último caso, pueden personarse ante la Sala, únicamente para
los efectos de que sean notificadas.

La Sala evacúa la consulta sin más trámite y sin audiencia de partes, en
un plazo máximo de un mes a partir de su recibo.

La Sala puede evacuar la consulta en cualquier momento, cuando con-
sidere que está suficientemente contestada mediante la simple remi-
sión a su jurisprudencia y precedentes.

La resolución de la Sala se comunica al tribunal consultante, al Procu-
rador General de la República y a las partes personadas y tiene los mis-
mos efectos y se publica en igual forma que la sentencia dictada en la



COSTA RICA

99

acción de inconstitucionalidad, salvo que no precluye el planteamien-
to de ésta en el mismo proceso, si fuere procedente.

Finalmente, la acción de inconstitucionalidad se debe plantear en ori-
ginal y siete copias para los Magistrados, y las necesarias para la Pro-
curaduría y las partes contrarias en el proceso o procedimiento princi-
pal. Asimismo se debe acompañar certificación literal del libelo en que
se haya invocado la inconstitucionalidad en el asunto principal.

El escrito en que se interponga la acción debe presentarse debidamente
autenticado, exponiendo sus fundamentos en forma clara y precisa, con
cita concreta de las normas o principios que se consideren infringidos.

Si no se llenaren las formalidades anteriores, el Presidente de la Sala se-
ñalará por resolución cuáles son los requisitos omitidos y ordena cum-
plirlos dentro de tercero día. Si no se cumpliere con lo ordenado den-
tro del plazo antes señalado, el Presidente deniega el trámite de la ac-
ción. De esta última resolución cabe recurso de revocatoria dentro de
tercero día ante el pleno de la Sala.

Si el Presidente considera cumplidos los requisitos señalados, confiere
traslado a la Procuraduría General de la República y a la contraparte en
el asunto principal por un plazo de quince días, a fin de que manifies-
ten lo que estimen conveniente.

Al mismo tiempo envía nota al tribunal u órgano que conozca del asun-
to, para que se abstenga de dictar la resolución final antes de que la Sa-
la se haya pronunciado sobre la acción, y ordena que se publique un avi-
so en el Boletín Judicial, por tres veces consecutivas, haciendo saber a
los tribunales y a los órganos que agotan la vía administrativa que esa
demanda ha sido establecida, a efecto de que en los procesos o pro-
cedimientos en que se discuta la aplicación de la ley, decreto, disposi-
ción, acuerdo o resolución, tampoco se dicte resolución final mientras
la Sala no haya hecho el pronunciamiento del caso.

Si la acción fuere planteada por la Procuraduría General de la Repúbli-
ca, la audiencia se le confiere a la persona que figure como parte con-
traria en el asunto principal.

En los procesos en trámite no se suspende ninguna etapa diferente a
la de dictar la resolución final, salvo que la acción se refiera a normas
que deban aplicarse durante su tramitación.
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En los quince días posteriores a la primera publicación del aviso antes
indicado, las partes que figuren en los asuntos pendientes a la fecha
de la interposición de la acción, o aquellos con interés legítimo, podrán
apersonarse dentro de ésta, a fin de coadyuvar en las alegaciones que
pudieren justificar su procedencia o improcedencia, o para ampliar, en
su caso, los motivos de inconstitucionalidad en relación con el asunto
que les interesa.

Si después de la acción y antes de la publicación del aviso respectivo se
presentan otras acciones de inconstitucionalidad contra la misma ley, de-
creto, disposición, acuerdo o resolución, esas acciones se acumulan a
la primera y se tienen como ampliación.

También se acumulan las acciones que con ese carácter interpongan
las partes en los juicios suspendidos, si fueren presentadas dentro de los
quince días posteriores a la primera publicación del aviso.

Las acciones que se planteen después de ese plazo se dejan en suspenso,
mientras se resuelven las que hubieren sido presentadas anteriormente.

Una vez vencido el plazo, se convoca a una audiencia oral y pública, a
fin de que el actor, las otras partes personadas y la Procuradoría presenten
sus conclusiones.

La Sala debe resolver la acción de inconstitucionalidad dentro de un
término máximo de un mes, a partir de la fecha en que concluya la vis-
ta. El Presidente señalará en cada caso el término respectivo, de acuer-
do con la índole y la complejidad del asunto.

1.5. Valor de las sentencias

Las sentencias en las acciones de inconstitucionalidad pueden ser esti-
mativas o de rechazo.

1.5.a. Las sentencias estimativas

1.5.a. i. Efectos

Las sentencias estimativas de inconstitucionalidad, además de anular la
norma o actos impugnados, tienen efectos de cosa juzgada y los eli-
minan del ordenamiento jurídico. En otros términos, la sentencia esti-
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matoria en esta materia tiene al mismo tiempo efectos abrogativos y
erga omnes hacia el futuro, pues la norma o acto declarados inconsti-
tucionales desaparecen del ordenamiento jurídico, tal y como si hubie-
ran sido derogados.

Esta eliminación rige a partir de la primera publicación del aviso en el
Boletín Judicial, en la cual se da publicidad a la sentencia estimatoria.

La declaratoria de inconstitucionalidad, en principio, tiene efecto de-
clarativo y retroactivo a la fecha de vigencia del acto o de la norma, to-
do sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe.

Sin embargo, existen límites a la retroactividad de las sentencias esti-
matorias. En primer lugar, tenemos las sentencias judiciales pasadas en
autoridad de cosa juzgada; las relaciones jurídicas extinguidas por ca-
ducidad o prescripción o por consunción de los hechos, cuando éstos
fueran material o técnicamente irreversibles o cuando la reversión afec-
te seriamente derechos adquiridos de buena fe, todo ello sin perjuicio de
las potestades de la Sala para dimensionar los efectos en el caso concreto.

En todo caso debe entenderse que la sentencia estimatoria surte efec-
tos retroactivos en el caso concreto donde se planteó, así como en los
demás juicios cuyo dictado de la sentencia se suspendió como conse-
cuencia de la interposición de la respectiva acción.

La sentencia constitucional de anulación puede graduar y dimensionar
en el espacio, el tiempo o la materia, su efecto retroactivo, y dictar las
reglas necesarias para evitar que éste produzca graves dislocaciones de
la seguridad, la justicia o la paz.

Asimismo, la sentencia estimatoria puede producir efectos secundarios.
Dentro de este orden de ideas, la Sala puede declarar la inconstitucionali-
dad , aunque no hayan sido impugnados, de los demás preceptos de una
ley o reglamento, cuya anulación resulte evidentemente necesaria por co-
nexión o consecuencia, así como de los actos de aplicación cuestionados.

1.5.b. Las sentencias desestimatorias

1.5.b.i. Efectos

Las sentencias desestimatorias no producen cosa juzgada material, si-
no que sólo precluyen la posibilidad de que la inconstitucionalidad de
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la norma, de los actos o de las omisiones impugnadas pueda plante-
arse nuevamente dentro del mismo caso.

Es decir, siempre es posible su impugnación en otro caso judicial o ad-
ministrativo, o por medio de la consulta judicial de constitucionalidad,
pero a condición de que esta última no se produzca dentro del mismo
juicio.

2 GARANTÍAS DE LOS DERECHOS Y
LIBERTADES FUNDAMENTALES

2.1. Procedimientos específicos para la garantía de los
derechos fundamentales

En nuestro ordenamiento existen dos procedimientos específicos para la
garantía de los derechos fundamentales: el habeas corpus y el amparo.

2.7.a. El recurso de habeas corpus

2.1.a.i. Concepto, antecedentes y tipos

El recurso de habeas corpus, como es bien sabido, proviene de la tra-
dición anglosajona y fue adoptado por nuestro ordenamiento en 1931.
Posteriormente, en I949 se elevó a rango constitucional.

Actualmente se encuentra regulado en la LJC, al igual que el recurso de
amparo y los procesos de control de constitucionalidad.

Los recursos de habeas corpus son resueltos, en una única instancia,
por la Sala Constitucional, cuyas resoluciones carecen de recurso, sal-
vo los de adición y aclaración.

Existen en nuestro ordenamiento cuatro tipos de habeas corpus: el re-
parador; el preventivo; el correctivo y el restringido.

2.1.a.¡i. El habeas corpus reparador

Esta modalidad opera cuando se producen detenciones ilegales, es de-
cir, aquellas que se realizan sin cumplir con los dos requisitos concomi-
tantemente exigidos por el artículo 37 de la Constitución: orden escri-
ta de juez o de una autoridad encargada del orden público y la exis-
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tencia de indicios de que el sospechoso ha cometido un hecho punible,
salvo que se trate de reos prófugos o in fraganti.

El habeas corpus reparador examina si la privación o restricción de la li-
bertad personal fue o no legítima.

2.7.a. ///'. El habeas corpus preven tivo

Este tipo se otorga para proteger a los ciudadanos contra la amenaza
de eventuales detenciones. Para tales efectos, basta con que exista una
orden o procedimiento tendente a restringirla. Con esta modalidad del
habeas corpus se pretende tutelar las amenazas de restricción a la li-
bertad personal, a fin de evitar que se materialice eventualmente una
privación de la libertad ilegal o arbitraria.

Este tipo de habeas corpus permite que la Sala Constitucional deje sin
efecto resoluciones judiciales que, por haber sido dictadas en forma ile-
gal, amenazan la libertad de los imputados.

2.1 .a.iv. El habeas corpus restringido

Esta modalidad protege las perturbaciones de la libertad personal que
provengan de cualquier autoridad.

Se denomina restringido justamente porque su finalidad inmediata es
hacer cesar perturbaciones y restricciones de la libertad personal.

Se utiliza, en especial, para hacer cesar eventuales amenazas policiacas so-
bre los ciudadanos, sin fundamento razonable, lo que los lleva a hostigar-
los y a inmiscuirse ¡legalmente en sus vidas privadas con alguna frecuencia.

La eventual sentencia estimatoria adquiere la forma de una orden de pre-
vención -lo que los anglosajones denominan "warrant"- dirigida a las
autoridades responsables para que se abstengan de seguir perturbando
o restringiendo, de manera ilegítima, la libertad personal del amparado.

2.1 .a. v. El habeas corpus correctivo

Esta modalidad tiene un gran parecido con el "juicio de manifestación"
aragonés. Se otorga para que se cambie el lugar de detención, cuan-
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do no sea el adecuado por la índole del delito cometido o la causa de
la detención y para terminar con el "trato indebido" del arrestado.

Este habeas corpus permite, por ejemplo, que los procesados soliciten
ser internados en cárceles diferentes de los que purgan condenas. Es-
te instituto también encuentra aplicación en los eventuales casos de
suspensión de las garantías constitucionales, por cuanto la Constitución
establece que los detenidos deben ser recluidos en centros especiales
de detención, distintos de las cárceles ordinarias.

2.1. b. El recurso de amparo

2. l.b.i. Antecedentes y modalidades del amparo

El modelo del recurso de amparo costarricense está basado en la legis-
lación cubana de los años cuarenta. Fue inicialmente incorporado a
nuestro ordenamiento por la Constitución de 1949 y reglamentado por
la Ley de Amparo en 1950.

En 1989, al promulgarse la UC, el amparo sufrió una transformación im-
portante. Hoy día, el recurso es conocido y resuelto, en única instancia,
por la Sala Constitucional.

El amparo costarricense presenta características propias, porque a di-
ferencia de la mayoría de las legislaciones, se trata de un proceso ini-
cial y no terminal. Por tanto, nuestro amparo procede contra las ac-
tuaciones administrativas del Estado, pero, en cambio, se deniega con-
tra las resoluciones judiciales, que es lo típico del amparo en el Derecho
Comparado.

Nuestra legislación vigente presenta dos modalidades: a.- el amparo
contra servidores públicos y b.- el amparo contra sujetos de Derecho
Privado.

2.1 .b.¡i. El amparo contra servidores públicos

El amparo contra servidores públicos procede contra toda disposición,
acuerdo o resolución y, en general, contra toda acción, omisión o sim-
ple actuación material no fundada en acto administrativo eficaz, de los
servidores y órganos públicos, que haya violado, viole o amenace vio-
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lar cualquiera de los derechos fundamentales consagrados en la Cons-
titución o en los instrumentos internacionales de Derecho Humanos vi-
gentes en Costa Rica.

Una característica fundamental del amparo contra servidores públicos
es que la resolución que le confiere traslado al recurso, implica la sus-
pensión automática del acto o de la conducta impugnados. Dicha sus-
pensión se mantiene hasta que se dicte la resolución de fondo.

2. l.b.iii. El recurso contra sujetos de Derecho Privado

El recurso de amparo se concede también contra las acciones u omi-
siones de sujetos de Derecho Privado, cuando éstos actúen o deban ac-
tuar en ejercicio de funciones o potestades públicas, o se encuentren,
de derecho o de hecho, en una posición de poder frente a la cual los
remedios jurisdiccionales comunes resulten claramente insuficientes o
tardíos para garantizar los derechos o libertades fundamentales tutela-
dos por el amparo contra servidores públicos.

De conformidad con lo expuesto, el sujeto pasivo del amparo actúa
o debe actuar en ejercicio de funciones o potestades públicas, lo cual
corresponde a las hipótesis en que el ordenamiento autoriza a los
particulares el ejercicio de funciones públicas. Verbigracia, los Nota-
rios Públicos que se niegan a otorgar una escritura, o el concesiona-
rio público que se niega injustificadamente a prestar un servicio a su
cargo.

La segunda hipótesis responde a situaciones en que, por mandato
jurídico expreso, el particular se encuentra en una situación de po-
der respecto del recurrente. Por ejemplo, el padre que ejerce la pa-
tria potestad sobre un menor o administra sus bienes y se niega in-
justificadamente a otorgarle un permiso para salir del país para que
se le practique una operación o participe en una competencia de-
portiva, etc.

El tercer caso tutelado es cuando el sujeto pasivo del amparo se en-
cuentra, por razones de hecho, en una clara situación de poder. Ello
ocurre, por ejemplo, cuando una poderosa empresa, en régimen de oli-
gopolio, rebaja sus precios por debajo del costo de producción con el
fin de eliminar la incipiente competencia.
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El segundo requisito concurrente para que proceda la tutela del ampa-
ro contra sujetos de Derecho Privado, es que los remedios jurisdiccio-
nales ordinarios resulten claramente insuficientes o tardíos para garan-
tizar la plena eficacia de los derechos fundamentales.

Lo anterior plantea el tema de las vías concurrentes o paralelas en el
amparo. Entendemos por éstas, los recursos, defensas y acciones co-
munes que existen en la legislación procesal, en forma concurrente con
el amparo, para tutelar los derechos fundamentales. Como práctica-
mente todo el derecho tiene su fundamento en la Constitución, en la
mayoría de los casos el ordenamiento establece remedios procesales
específicos para protegerlos. Verbigracia, el derecho de propiedad se
tutela por medio de interdictos, acciones penales, etc.

En cambio, no entraría en juego el principio de las vías previas o prin-
cipio de definitividad, según el cual el amparo puede intentarse contra
un acto firme y no susceptible de ningún recurso o defensa capaz de
enervarlos.

Sin embargo, nuestra legislación establece que, aunque exista vía pa-
ralela, puede intentarse el amparo directamente, cuando la remisión a
los procedimientos ordinarios resulte claramente insuficiente o tardía
para tutelar el derecho fundamental violado, o amenazado de viola-
ción. De donde se deduce que el amparo no sólo procede cuando fal-
ta la vía procesal paralela, sino, además, en los casos en que, a pesar
de encontrarse regulada, aquella resulta ineficaz para tutelar el derecho
fundamental conculcado o amenazado de violación.

Finalmente, el tercer requisito de admisibilidad del amparo contra par-
ticulares, es que la conducta del sujeto pasivo sea ilegítima. Por ejem-
plo, si un padre de familia niega razonablemente el permiso a su hijo
para salir del país, el amparo no procederá en este caso, dado que el
padre habría actuado, en esta hipótesis, en el ejercicio de una conduc-
ta legítima, como es el ejercicio razonable de la patria potestad.

Cuando la Sala rechace de plano un amparo contra particulares por no
ser la vía jurisdiccional idónea para tutelar la supuesta violación alega-
da, debe necesariamente indicar el procedimiento administrativo o el pro-
ceso judicial idóneos al efecto. Esta norma es importante, pues existen
zonas grises entre los medios ordinarios de defensa y el amparo contra
particulares.
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2.2. Actos susceptibles de ser sometidos a la jurisdicción
del órgano de control de constitucionalidad

2.2.a. Los actos impugnables por la vía del babeas corpus

En cuanto proceso constitucional, el habeas corpus es un recurso plu-
rif uncional que garantiza la libertad e integridad personales, contra los
actos u omisiones que provengan de una autoridad de cualquier orden,
incluso judicial, contra las amenazas a esa libertad y las perturbaciones
o restricciones que respecto de ella establezcan indebidamente las au-
toridades, lo mismo que contra las restricciones ¡legítimas de derecho
de trasladarse de un lugar a otro de la República, y de libre permanen-
cia, salida e ingreso en su territorio.

2.2. b. Los actos objeto del control del recurso de amparo

Los actos recurribles por la vía del amparo son: i.- los actos administra-
tivos; ii.- las denominadas leyes autoaplicativas; iii.- los actos de go-
bierno ; iv- los actos legislativos y v.- los actos de las Comisiones Espe-
ciales de Investigación legislativa.

2.2. b. i. Los actos administrativos

Nuestra legislación, a diferencia de la mayoría en que se reconoce el
recurso de amparo, sólo su autoriza su interposición contra actos ad-
ministrativos. En consecuencia, el amparo se puede interponer no só-
lo contra los actos formalmente administrativos ( decretos, acuerdos y
resoluciones ), sino también contra actividades materiales de la Admi-
nistración no fundadas en un acto administrativo eficaz.

Asimismo, procede contra omisiones y la inercia administrativa.

La otra característica es que el amparo se puede plantear contra cua-
lesquier acto administrativo, sin necesidad de agotar previamente la vía
correspondiente.

2.2.b.¡¡. Leyes autoaplicativas

Según el artículo 30 inciso a. de la LJC, no procede el amparo "contra
las leyes y otras disposiciones normativas, salvo cuando se impugnen con-
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juntamente con actos de aplicación individual de los mismos, o cuando
se trate de normas de acción automática de manera que sus preceptos
resulten obligatorios por su sola promulgación, sin necesidad de otras
normas o actos que los desarrollen o hagan aplicables al perjudicado".

Por otra parte, cuando el amparo se interponga directamente contra
las normas a que se refiere el precitado artículo 30 de la UC, el Presi-
dente de la Sala debe suspender, sin más trámite, el recurso y otorgar-
le al recurrente un plazo de quince días para que convierte el amparo
en una acción de inconstitucionalidad.

2.2.b. ///. Los actos de gobierno

Nuestra legislación, al no prohibirlo expresamente, autoriza, de mane-
ra implícita, la impugnación de los denominados actos de gobierno en
la vía del amparo.

Esta categoría está circunscrita, hoy día, sólo a dos clases de actos: los
de relación entre Poderes (veto, convocatoria a sesiones extraordina-
rias, etc) y a los que se dicten con motivo de la conducción de las rela-
ciones internacionales del Estado ( nombramiento de Embajadores, sus-
cripción de tratados internacionales, etc).

2.2.b. ¡v. Los actos legisla tivos

Estos actos presentan la característica de ser aprobados solo en un de-
bate, de no requerir sanción ejecutiva y de publicarse en La Gaceta pa-
ra surtir efectos.

Entre otros, son legislativos, las autorizaciones para el ingreso de tropas
extranjeras al territorio nacional y la permanencia de naves de guerra en
los puertos y aeródromos; el nombramiento de los Magistrados de la Cor-
te Suprema de Justicia; la aceptación de la renuncia de los diputados, etc.

2.2.b.v. Los actos de las Comisiones Especiales de Investigación

La función de control parlamentario que ejerce la Asamblea sobre los
entes y órganos públicos -especialmente respecto del Poder Ejecutivo-
está sujeta al contralor del recurso de amparo, pues muchas veces en
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el ejercicio de tal función los órganos legislativos internos pueden incurrir
en violación o amenaza de violación de los derechos fundamentales de
las personas investigadas.

En consecuencia, sólo los siguientes actos están exentos del recurso de
amparo en el ordenamiento costarricense: las leyes y demás disposi-
ciones normativas; los actos jurisdiccionales del Poder Judicial; los actos
administrativos de ejecución de resoluciones judiciales; los actos consentidos,
es decir, aquellos que devienen firmes por no haberse impugnado en
tiempo ni en forma y los actos y disposiciones del Tribunal Supremo de
Elecciones en materia electoral.

2.2. c Tipología y características del acto lesivo

Los agravios que dan lugar al amparo pueden producirse por actos, por
hechos, por omisiones o por amenazas.

2.2. c.i. Amparo contra actos arbitrarios

El primer supuesto de violación o amenaza de violación de un derecho
fundamental lo constituye el acto arbitrario. La violación arbitraria se
produce cuando la acción u omisión del servidor público o del particu-
lar, en su caso, es producto de una voluntad viciada de arbitrariedad,
es decir, cuando se ha dictado un acto u omitido la accción sin base en
ninguna norma escrita o no escrita del ordenamiento.

En el caso de los servidores públicos, la conculcación del derecho fun-
damental se produce como consecuencia directa de una violación al
principio de legalidad. Este tipo de violaciones es poco frecuente, pues
la mayoría de ellas se produce por ignorancia de los servidores públicos
o por la aplicación indebida, o por interpretación errónea de las nor-
mas que fundamentan la actividad administrativa.

En síntesis, existe arbitrariedad cuando el único fundamento del acto o
de la omisión sea el mero capricho del agraviante.

2.2. c.ii. El amparo contra actos presuntamente fundados en una norma

La gran mayoría de las amenazas de violación y las violaciones efecti-
vas contra los derechos fundamentales se produce como consecuencia
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directa de una errónea interpretación o de una aplicación indebida de
normas legales o reglamentarias.

Es decir, cuando la violación o amenaza de violación se perpetra por in-
vocarse una norma no aplicable al caso y que sirve supuestamente de
fundamento a la correspondiente actuación administrativa.

Asimismo, en otras ocasiones se interpreta erróneamente una norma,
lo que produce, en definitiva, una aplicación indebida de la norma.

2.2.C.ÍH. El amparo contra falta de reglamentación de leyes y
de cumplimiento de disposiciones normativas

Existen leyes y disposiciones normativas que por ser automáticamente
aplicables, favorecen a determinadas categorías de destinatarios, ya sea
porque sus disposiciones son inmediatamente obligatorias por su pro-
pia vigencia o porque llevan en sí el principio de ejecución.

Por tanto, cualquier negligencia o demora de las autoridades adminis-
trativas para reglamentarlas o ejecutarlas, lo que conlleva una tardanza
en su vigencia efectiva, legitima a los afectados para recurrir esa conducta
omisiva, por la vía del amparo a fin de que se obligue a aquellas a regla-
mentar o a implementar la ley o disposición normativa de que se trate ,
con el objeto de que sean inmediatamente aplicables a los beneficiarios.

El artículo 49 de la UC, que regula los efectos de las sentencias esti-
matorias del amparo, dispone que "Si el amparo hubiere sido estable-
cido para que una autoridad reglamente, cumpla o ejecute lo que una
ley u otra disposición normativa ordena, en tal caso dicha autoridad
tendrá dos meses para cumplir con la prevención".

2.2.C.ÍV. El amparo contra omisiones

El artículo 29, párrafo segundo de la UC autoriza el amparo contra las
omisiones de los servidores públicos. El numeral 32 ibídem, establece
que cuando el amparo se refiere al derecho de petición y de obtener pron-
ta resolución establecido en el artículo 27 de la Constitución, y no hu-
biere plazo señalado para resolver, se entenderá que la violación se pro-
duce una vez transcurridos diez días hábiles desde la fecha en que fue
presentada la solicitud a la oficina administrativa, sin perjuicio de que,
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en la decisión del caso, se aprecien las razones que se aduzcan para
considerar insuficiente ese plazo, atendidas las circunstancias y la ín-
dole del asunto".

Para que la omisión administrativa pueda producir una violación o ame-
naza de violación de un derecho fundamental, es necesario que pro-
duzca un daño grave e irreparable. En otros términos, no cualquier omi-
sión de un servidor público da lugar a que se tutele un derecho funda-
mental por la vía del amparo, sino que sólo aquellas que produzcan un
daño grave e irreparable al administrado.

2.2.CV. El amparo contra amenazas

El segundo párrafo del artículo 29 de la UC contempla el caso del amparo
contra amenazas. Estas, para ser tuteladas por el amparo, deben ser inmi-
nentes, es decir, que se trate de actos que están tratando de ejecutarse.

En otros términos, el temor, la duda, la zozobra que produce el saber que
hoy, mañana y en forma inminente se va a ejecutar un acto lesivo, producen
el mismo efecto de su cumplimiento y producen la lesión que el amparo
debe reparar y, por consiguiente, evitar cuando sea indudable su comisión.

2.3. Sujetos legitimados para la interposición del recurso

2.3.a. La legitimación procesal en el recurso de babeas corpus

Cualquier persona puede interponer el recurso de habeas corpus, me-
diante memorial, telegrama u otro medio de comunicación escrito, sin
necesidad de autenticación. Cuando se utilice la vía telegráfica se go-
za de franquicia.

Se trata de una legitimación vicaria, pues cualquier persona puede interponer
un habeas corpus a nombre de otra, sin llenar ninguna formalidad.

2.3.b. La legitimación procesal en el recurso de amparo

Al igual que en el habeas corpus, existe una legitimación vicaria para in-
terponer el recurso de amparo, puesto que cualquier persona puede
interponerlo a nombre de otra.
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Se tiene como parte al tercero que derive derechos subjetivos de la nor-
ma o del acto que dé origen al proceso. Además, quien tuviere un in-
terés legítimo en el resultado del recurso podrá personarse e intervenir
en él como coadyuvante del actor o del demandado.

2.4. Efectos de las sentencias en este tipo de procesos

2.4.a. Las sentencias en materia de habeas corpus

Los efectos de las sentencias son las consecuencias que producen o de-
rivan de ellas. Pueden clasificarse en: i.-jurídicos, que se subdividen, a
su vez, en materiales y procesales y ¡i.- económicos.

2.4.a.i. Los efectos jurldico-materiales

Toda sentencia recae sobre un bien determinado, una cosa corporal o la con-
ducta de otra persona, que son los que constituyen el objeto de una rela-
ción jurídica. Portante, la sentencia está referida a una realidad extraproce-
sal. De donde deriva que la sentencia incide en el ámbito de las relaciones
jurídico-materiales, a través de efectos que pueden ser directos o indirectos.

La eficacia jurídico-material se produce cuando la sentencia o el fallo,
de modo inmediato, tiene repercusiones en el ámbito del Derecho sus-
tantivo que no existían anteriormente. En otros términos, los efectos
jurídico-materiales directos se producen cuando una sentencia crea,
modifica o extingue alguna o algunas relaciones jurídicas extraprocesales.

La consecuencia directa de una sentencia estimatoria de habeas cor-
pus es la de dejar sin efecto las medidas impugnadas en el recurso, or-
denando restablecer al ofendido en el pleno goce de su derecho o li-
bertad que le hubieran sido conculcados.

Además, el artículo 26 de la UC señala que la sentencia establecerá los
demás efectos para el caso concreto. Esta última disposición es impor-
tante, por cuanto deja el arbitrio de la Sala fijar, además de restablecer
al ofendido en el pleno goce de su derecho perturbado, amenazado o
violado, cuáles otros efectos surte la sentencia que acoge el recurso.
Verbigracia, prevenir a la autoridad infractora que no debe incurrir en
el futuro, en nuevas violaciones similares a las que dieron lugar a que
se dictara la sentencia estimatoria, etc.
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La eficacia jurídico-material es indirecta, en cambio, cuando la senten-
cia, sin proponerse directamente una consecuencia de tal naturaleza, ori-
gina efectos sustantivos, de manera secundaria o refleja. En estos ca-
sos la sentencia opera más como hecho que como acto, es decir, los
efectos se producen independientemente de la voluntad del juez.

El principal efecto jurídico-material en el habeas corpus es que si el re-
curso es rechazado, el acto o la omisión impugnados adquieren firme-
za y no pueden ser nuevamente recurridos en la misma vía. En este
sentido puede afirmarse que la sentencia que desestima el habeas cor-
pus es declarativa, puesto que impide la discusión posterior del mismo
asunto en esa vía. En efecto, si el recurrido es siempre un acto o una omi-
sión de una autoridad pública, la resolución desestimatoria le confiere
implícitamente un sello de validez al acto recurrido, lo que preduye su
posterior impugnación por medio del habeas corpus.

Otro efecto indirecto puede ser la responsabilidad de los jueces que la
han dictado, pues nada impide al recurrente plantear contra ellos una
acción de prevaricato o una demanda de responsabilidad.

2.4.a.¡i. Efectosjuridico-procesales

Se entiende portales, los que deben su existencia al proceso y que no
pueden existir sin él. Es decir, los que se producen gracias al proceso
mismo, de manera que si las partes no acudieran a la vía procesal, ta-
les efectos no serían jurídicamente posibles.

En general, la eficacia jurídico- procesal de una sentencia se manifies-
ta en dos vertientes: una ejecutiva, cuya finalidad es cumplir con lo dis-
puesto en el fallo, con o sin la voluntad del obligado y la otra, de ca-
rácter más bien declarativo, que consiste en la influencia del pronun-
ciamiento en ulteriores actividades jurisdiccionales, sea la imposibilidad
de que otro tribunal pueda posteriormente dictar otro fallo sobre el
mismo asunto.

En nuestro ordenamiento, en virtud de que la Sala Constitucional man-
tiene el monopolio de la resolución de los habeas corpus y de que las
sentencias que dicte en la materia, ya sean favorables al ofendido o de-
sestimatorias, no son recurribles en ninguna otra vía, hay que concluir
que son resoluciones que pasan en autoridad de cosa juzgada.
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En cuanto a los efectos ejecutivos, la LJC es innovadora, pues dispone
que la sentencia que acoja el recurso "condenará a la autoridad res-
ponsable a la indemnización de los daños y perjuicios causados, los cua-
les se liquidarán y ejecutarán en la vía contencioso-administrativa por
el procedimiento de ejecución de sentencia previsto en la Ley Regula-
dora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa".

Esta disposición, dicho sea de paso, refuerza el carácter de cosa juzga-
da material que adquieren las sentencias estimatorias de habeas cor-
pus, pues sólo las sentencias que adquieren tal condición jurídica, son
susceptibles de ser ejecutadas sin posibilidad de que se discuta nueva-
mente sobre el derecho de fondo.

El procedimiento de ejecución de sentencias en la vía contencioso-ad-
ministrativa está previsto en los artícuos 76 y siguientes de la LRJCA.
En esta normativa procesal se establecen reglas claras y precisas para obli-
gar al Estado al pago de las condenatorias judiciales, tales como la de
incluir las partidas correspondientes en los Presupuestos Ordinarios y
Extraordinarios de la República. Cuando se tratare de instituciones des-
centralizadas, el amparado debe solicitar que se comunique a la Con-
traloria General de la República que se abstenga de aprobar nuevos
Presupuestos a la institución condenada, si ésta no incluye en el si-
guiente, una partida para hacerle frente a la condenatoria en su favor.

2.4.a.///. Los efectos económicos

Este aspecto está ligado directamente al pago de costas, el cual recae
sobre las partes que figuren en el proceso. En materia de habeas cor-
pus no existe ningún tipo de condenatoria en costas, dada la índole es-
pecial de la materia.

2.4.a.¡v. Efectos sanóonatorios

Finalmente, las sentencias en materia de habeas corpus pueden pro-
ducir, de manera indirecta, efectos penales.

El artículo 71 de la LJC establece que "se impondrá prisión de tres me-
ses a dos años o de veinte a sesenta días multa a quien recibiere una
orden que debe cumplir o hacer cumplir, dictada en un recurso de arn-
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paro o habeas corpus, y no la cumpliere o hiciere cumplir, siempre que
el delito no esté más gravemente penado".

El numeral 72 ibídem, por su parte, señala que "se impondrá prisión de
seis meses a tres años o de sesenta a ciento ochenta días multa a quien
diere lugar a que se acoja un nuevo recurso de amparo o de habeas
corpus, por repetirse en daño de las mismas personas las acciones, omi-
siones o amenazas que fueron base de un amparo o de un habeas cor-
pus anterior declarado procedente".

Los delitos tipificados en las normas transcritas se producen técnica-
mente como consecuencia del desacato del servidor público para eje-
cutar o hacer ejecutar lo que ordena una sentencia estimatoria de ha-
beas corpus o amparo, en su caso. No obstante, ese desacato es, con-
secuencia a su vez, de lo resuelto en contra del servidor público en una
sentencia estimatoria de amparo o habeas corpus.

2.4.b. Las sentencias en materia de amparo

2.4.b.i. Los efectos juridico-ma teriales

El principal efecto directo de la sentencia estimatoria del amparo es la
de restituir o garantizar al agraviado en el pleno goce de sus derechos
fundamentales, restableciendo las cosas al estado que guardaban an-
tes de la violación, cuando ello fuere posible.

Cuando el amparo se hubiere establecido para que una autoridad re-
glamente, cumpla o ejecute lo que una ley u otra disposición normati-
va ordena, en tal caso la autoridad correspondiente dispone de dos me-
ses para cumplir la prevención.

Cuando el amparo se ha interpuesto para impugnar la denegación de
un acto o contra una omisión, la sentencia estimatoria ordena realizar-
lo, otorgando al efecto un plazo perentorio.

Si se tratare de una mera conducta o actuación material, o de una ame-
naza, la sentencia estimatoria ordena la inmediata cesación, así como
el abstenerse de toda nueva violación o amenaza, perturbación o res-
tricción semejante.

La LJC le otoga a la Sala la potestad de establecer los efectos de la sen-
tencia estimatoria en el caso concreto, lo cual es sumamente conve-
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niente, pues siempre existen casos atípicos difíciles de encuadrar den-
tro de alguna de las hipótesis descritas.

Si al declararse con lugar el amparo ya hubieran cesado los efectos del ac-
to reclamado o éste se hubiera consumado en forma que no sea posible
restablecer al recurrente en el goce de su derecho o libertad conculcado,
la sentencia estimatoria debe prevenir al órgano o servidor responsable del
agravio que no deberá incurrir en los actos u omisiones que dieron mérito
para acoger un nuevo recurso, y que, si procediere de modo contrario, co-
meterá el ilícito penal sancionado por el artículo 71 de la misma ley, todo
sin perjuicio de las demás responsabilidades en que ya hubiera incurrido.

El principal efecto indirecto está relacionado específicamente con las
sentencias que declaran sin lugar el recurso.

En primer término, las sentencias desestimatorias del amparo no pre-
juzgan sobre las responsabilidades en que haya podido incurrir el au-
tor del agravio, lo cual deja abierta la posibilidad de que el recurrente
utilice otras vías procesales para tratar de satisfacer su pretensión.

En segundo lugar, la Administración puede también promover o ejerci-
tar las acciones que correspondan o aplicar las medidas pertinentes,
pues a veces se plantean recursos de amparo manifiestamente infun-
dados, cuyo único objetivo es atentar contra la honra de servidores pú-
blicos o desacreditar determinados órganos o entes públicos. Por ello,
nuestra legislación otorga la posibilidad de que, en tales hipótesis, pue-
dan exigirse judicialmente las responsabilidades del caso.

2.4.b.i¡. Los efectos jurídico-procesales

Los efectos jurídico-procesales de una sentencia se manifiestan en dos
vertientes: una ejecutiva, es decdir que se cumpla lo dispuesto por el fa-
llo y, la otra, más bien de carácter declarativo, que consiste en la in-
fluencia del pronunciamiento en posteriores actividades jurisdiccionales,
es decir, en la imposibilidad de que otro tribunal pueda pronunciarse
sobre el mismo asunto.

En el caso del recurso de amparo, puede afirmarse que nuestra legisla-
ción no le confiere a sus sentencias desestimatorias el carácter de cosa
juzgada material, pues aquellas no impiden que el asunto sea ventila-
do en otra jurisdicción, tal y como lo indicamos en el acápite anterior.
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Nuestra legislación permite al recurrente desistir del proceso de ampa-
ro, en cuyo caso se archiva el expediente si, a juicio de la Sala, el re-
curso involucra solamente derechos patrimoniales u otros renunciables.
De lo contrario, continuará su tramitación hasta sentencia.

No obstante, cuando el desistimiento se funde en una satisfacción ex-
traprocesal de los derechos o libertades reclamados por el interesado,
el expediente puede reabrirse en cualquier momento, si se demuestra
que la satisfacción acordada ha resultado incumplida o tardía.

Respecto de los efectos ejecutivos, la UC establece la condenatoria en
abstracto a la indemnización de los daños y perjuicios causados, reser-
vándose su liquidación para la ejecución de sentencia.

La condenatoria se produce contra el Estado o, en su defecto, contra
la entidad de que dependa el demandado y, solidariamente contra és-
te si se considera que medió dolo o culpa grave de su parte, en los tér-
minos del artículo I99 de la Ley General de la Administración Pública.
Todo lo anterior sin perjuicio de las demás responsabilidades adminis-
trativas, civiles o penales, en que haya podido incurrir el servidor pú-
blico que dictó el acto anulado.

Si estando pendiente de resolución el recurso de amparo se dicta re-
solución administrativa que revoca, detiene o suspende la actuación
impugnada, se declara con lugar el amparo únicamente para efectos
indemnizatorios.

La ejecución de las sentencias estimatorias corresponde a la propia Sa-
la, salvo en lo relativo a la liquidación y pago de las indemnizaciones y
responsabilidades pecuniarias, lo cual está reservado a la vía conten-
cioso-administrativa, de conformidad con el procedimiento señalado
en la Ley de la Jurisdicción Contencioso- Administrativa.

2.4.b.ii¡. Los efectos económicos

Están referidos a las costas procesales y personales.

En el caso del amparo, toda resolución estimatoria del amparo debe
condenar al pago de las costas al Estado o a la institución pública de-
mandada, lo mismo que al servidor cuestionado, cuando hubiere co-
metido falta grave, según lo arriba explicado.
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Cuando el recurso fuere desistido por el recurrente, rechazado o de-
negado por la Sala, ésta puede condenarlo al pago de costas cuando
estimara fundadamente que litigó con temeridad.

Finalmente, en aquellos casos en que estando pendiente de resolución
el amparo se dictare una resolución, administrativa o judicial, que revoque,
detenga o suspenda la actuación impugnada, la Sala debe pronunciar-
se respecto de las costas, si fuere procedente.

2.4.b.¡v. Los efectos sancionatorios

Existen dos tipos de efectos sancionatorios: los penales y los disciplinarios.

Respecto de los primeros, existen varias sanciones, las cuales se pue-
den presentar no sólo en sentencia sino también durante la tramitación
del recurso.

Cuando el funcionario requerido omitiere, de manera injustificada, en-
viar el expediente administrativo o la documentación donde consten
los antecedentes del asunto a la Sala, incurre en el delito de desobediencia
a la autoridad, previsto y sancionado por el artículo 305 del Código
Penal.

Por otra parte, como los informes se consideran rendidos bajo la fe del
juramento, cualquier inexactitud o falsedad hace incurrir al servidor re-
currido en los delitos de perjurio o del falso testimonio, según la natu-
raleza de los hechos contenidos en el informe.

La sentencia estimatoria no precluye sobre la eventual responsabilidad
penal del servidor público demandado, lo cual deberá reclamarse se-
paradamente en la jurisdicción correspondiente.

Lo mismo sucede cuando se rechaza el amparo, pues el recurrente tie-
ne siempre la posibilidad de ventilar la conducta del servidor público en
la vía penal, civil, laboral o contencioso-administrativa, según proceda
en cada caso.

Comunicada la sentencia que declare procedente el amparo, el órgano
o servidor responsable del agravio debe cumplirla sin demora.

Si no lo hiciere dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, la Sala
queda autorizada para mandar a abrir proceso contra el culpable o los
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culpables, sin perjuicio de solicitarle al superior del demandado que ha-
ga cumplir lo ordenado por la sentencia. Si este último se rehusare a dar
la orden de ejecución o ejecutarla por sí mismo dentro de las siguien-
tes cuarenta y ocho horas, quedará también sujeto a que la Sala orde-
ne la apertura del proceso penal en su contra. Cuando se tratare de
funcionarios que ostenten el fuero de improcedibilidad penal, en estos
casos la Sala lo comunica a la Corte Plena para que proceda a plante-
ar la solicitud correspondiente ante la Asamblea Legislativa.

Por otra parte, el cumplimiento de la sentencia que se dicte en el am-
paro no impide que se proceda penalmente contra el servidor, si los he-
chos u omisiones en que incurrió constituyen delito, a cuyo efecto se
testimonian las piezas necesarias y se remiten al Ministerio Público.

El servidor público que recibiere orden de cumplir o hacer cumplir lo
dispuesto en una sentencia estimatoria de amparo y no lo hiciere, se le
sanciona con prisión de tres meses a dos años o de veinte a sesenta dí-
as multa, sin perjuicio de que el delito esté más gravemente penado.

Se le puede también imponer prisión de seis meses a tres años o de se-
senta a ciento veinte días multa, al servidor público que diere lugar a que
se acoja un nuevo recurso de amparo, por repetirse en daño de las mis-
mas personas las acciones, omisiones o amenazas base de un amparo
anterior declarado procedente.

Cuando el servidor público obligado a cumplir lo que ordena la sen-
tencia estimatoria no lo hiciere, en tal caso la Sala tiene la potestad de
dirigirse a su superior jerárquico, requiriéndolo para que lo haga cum-
plir y abra el correspondiente procedimiento disciplinario contra aquél.

Si el superior jerárquico incumpliere la orden de la Sala, ésta puede tam-
bién, a su vez, solicitar ante su superior que se abra igual procedimiento
contra él.




